Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el gusto de recibir al doctor Carlos Uriarte, Director del 
Instituto Técnico de Rehabilitación Juvenil, que ha sido invitado para que nos dé a conocer su opinión, 
en su condición de Director del Instituto, sobre los proyectos de ley referidos a las infracciones a la ley 
penal y al proceso de detención policial. 


Tiene la palabra el doctor Uriarte. 


SEÑOR URIARTE.- Por una cuestión de orden, necesitaría saber cuál es el tiempo de que dispongo 
para ceñirme a él estrictamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, contaría con alrededor de 15 minutos; eso no quita que utilice 
más tiempo, en caso de ser necesario. 


SEÑOR URIARTE.- He traído un material que voy a dejar a disposición de la Comisión en el que, 
sintéticamente, están hechas las referencias más importantes a este proyecto de ley. 


En primer lugar, quiero agradecer esta invitación que mucho me honra. Según lo que hablé 
oportunamente con la señora Senadora Percovich, esta invitación es más a título personal que en 
representación del Instituto, así que todo lo que exprese aquí va a ser mi opinión particular. 


En segundo término, para quien ha estado durante mucho tiempo en el llano respecto a la 
aplicación y discusión de temas inherentes a infracción juvenil, es muy importante tener esta 
oportunidad de intercambio con el Poder Legislativo sobre todo porque, además, en el proceso de 
legislación latinoamericano vinculado a las cuestiones de infracción juvenil, los Legisladores de 
América Latina -incluidos los de Uruguay- han trabajado de alguna manera solos, sin el 
acompañamiento de la doctrina. En realidad, ha habido un proceso simultáneo de “legiferación” en esta 
materia en América Latina y la doctrina ha ido construyéndose un poco al azar; en otras palabras, los 
Poderes Legislativos de América Latina han estado un poco huérfanos de apoyo doctrinario. Por ello, 
en la medida en que mi presencia se debe a una perspectiva doctrinaria, celebro este encuentro entre 
el Poder Legislativo y los apoyos doctrinarios. 


Como voy a dejar este material, me ceñiré estrictamente al tiempo acordado y haré, 
entonces, un rápido repaso de los dos proyectos que, además, me han sido cursados. Un proyecto fue 
cursado por el Poder Ejecutivo, según Mensaje de 21 de agosto de 2006, Carpeta N* 613/2006, 
Distribuido N* 1124/2006 y otro por las señoras Senadoras Margarita Percovich y Mónica Xavier y los 
señores Senadores Breccia, Cid, Couriel, Ríos, Rosadilla, Rubio y Vaillant y por el señor Presidente Nin 
Novoa, Carpeta N* 415/2005, Distribuido N* 656/2005. Estos son los dos proyectos sobre los cuales 
rápidamente me voy a expedir. 


Primeramente, quisiera realizar algunas reflexiones muy generales para presentar lo que hoy 
en doctrina se llama Garantismo Penal Juvenil, o sea, Derecho Penal Juvenil, Derecho Procesal Penal 
Juvenil, como programas jurídicos que intentan poner límite a la intervención punitiva sobre jóvenes y 
que están en proceso de construcción. A diferencia del Derecho Penal de Adultos y por virtud de este 
proceso legislativo que acabo de narrar, el Garantismo Penal Juvenil está en construcción, pero 
muchas de sus pautas han sido concretadas, existe un nivel de acuerdo doctrinario importante y es 
necesario ponerlas sobre la mesa. 


Cuando hablamos de Garantismo Penal Juvenil, nos referimos a una estrategia jurídica - 
obviamente política- de excluir, interrumpir, limitar o reducir el ejercicio del poder punitivo sobre los 
jóvenes. Ese cambio paradigmático arranca con la Convención sobre los Derechos del Niño que, como 
ustedes saben, fue acordada en las Naciones Unidas en 1989 e ingresa a nuestro Derecho Positivo al 
año siguiente. A partir de este documento del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, todo lo 
concerniente a la intervención punitiva sobre jóvenes, resulta encapsulada -utilizando la expresión del 
autor alemán Merkl- por el Derecho. Entonces, a la hora de discutir políticas o estrategias políticas 
sobre intervención punitiva, la doctrina del Derecho Penal Juvenil -el Garantismo Penal Juvenil- ha 
desarrollado dos principios orientadores, tanto para la interpretación de los códigos, como también para 
su redacción o, como en este caso, su reforma. Uno de ellos es el llamado principio del interés superior 


según el cual, cuando existen dos o más intereses que son legítimos en pugna, deberá preferirse el 
interés de los jóvenes. Esta versión ajustada y concreta del interés superior, es importante a la hora de 
discernir pautas para intervenir punitivamente sobre ellos, porque hemos de compulsar los intereses 
que con la intervención punitiva se pretenden tutelar con los intereses de los jóvenes que, a su vez, 
son sujetos a intervención punitiva. El otro, sería un principio de especificidad, especialidad o de 
respuesta específica sobre la infracción juvenil conforme al cual cuando se intervenga punitivamente 
sobre jóvenes, habrá de tenerse a buen recaudo y respetarse las particularidades y peculiaridades de 
esa franja etaria por la que atraviesa el adolescente, que en lo que al Derecho Positivo uruguayo 
concierne está entre los 13 y los 18 años. Estos dos principios, junto con los clásicos y conocidos 
principios del Derecho Penal liberal de mayores, serán los que, de alguna forma, nos habrán de 
orientar para elaborar reformas en torno al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Además, también es importante recordar algo que en los últimos tiempos, ha ganado terreno 
en la doctrina del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que es una suerte de principio que 
se puede denominar de no regresividad. Me refiero a que una vez que los derechos positivos 
nacionales obtienen ciertos estándares de reconocimiento, el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, establece como pauta la no regresividad, es decir, la no marcha atrás en algunas conquistas 
-sí así se las puede llamar- en orden a los derechos de los jóvenes. 


Para finalizar con estas reflexiones preliminares, observamos que estamos lanzados en un 
proyecto de reforma del Código, a dos años de su vigencia, sin que todavía existan -salvo la opinión de 
autorizados operadores- estudios empíricos, sistemáticos, acerca del real impacto que va teniendo en 
nuestras instituciones. En lo que me concierne, apenas conozco una investigación, muy seria, que fue 
hecha en convenio entre el Movimiento Nacional Gustavo Volpe y UNICEF, llamada “Observatorio del 
sistema judicial”, que si bien ya se ha concluido, no ha sido aún difundida formalmente. Esto viene a 
cuento por algo que está preceptuado en la Regla 30 de Beijing, un documento fundamental del 
Derecho Internacional sobre los jóvenes, que tutela sus derechos ante la Administración de Justicia 
Penal. Esa Regla propone y sugiere la necesidad de investigar el funcionamiento de los sistemas como 
base para planificar y evaluar políticas. En el repartido que he entregado a la Comisión, incluyo algunos 
artículos de doctrina nacional para que los señores Senadores tengan, por lo menos desde mi punto de 
vista, un menú de opiniones de autores nacionales respecto al Código de la Niñez y la Adolescencia 
que les permita una mejor orientación en el manejo de la reforma. 


A continuación, me voy a ocupar del Mensaje y proyecto del Poder Ejecutivo. El Mensaje tiene 
algunas consideraciones que me merecen elogio y que creo deben ser incorporadas al panorama 
legislativo del Código de la Niñez y la Adolescencia. Fundamentalmente, limita la privación de libertad 
al caso de las infracciones gravísimas y suprime la referencia a la peligrosidad, que está hoy en el 
inciso tercero del artículo 91 del Código. 


La limitación de la privación de libertad ya estaba presente en el proyecto de 1999 que tuvo 
media sanción, pero después, en el curso de la siguiente Legislatura, fue suprimida. Esta eliminación 
fue muy relevante, por cuanto aquí rige un principio muy estimado, que está consagrado en todos los 
textos normativos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos: el principio de excepcionalidad 
de la privación de libertad. En este proyecto se establece un límite importante: se restringe la privación 
de libertad a las infracciones gravísimas. 


En cuanto a la referencia a la peligrosidad, no había sido incluida en ninguno de los 
anteproyectos trabajados en la década de 1990 ni asimismo había sido mencionada en el proyecto de 
1999; sin embargo, se incorpora en el actual Código de la Niñez y la Adolescencia, y es el único en 
América Latina que tiene esa referencia. A este respecto, sabido es que la doctrina se debate desde 
hace mucho tiempo con este tema de la peligrosidad, que es un legado del positivismo peligrosista y 
que supone una antropología, esto es, una concepción del ser humano, determinada. Cuando de 
alguien se predica que es peligroso, se anticipa un pronóstico; por ende, se da por supuesto que la 
persona está determinada hacia, en este caso, el mundo del ilícito. Esto rompe la estructura de 
responsabilidad del propio Código de la Niñez y la Adolescencia, que parte de la base de que el 
adolescente tuvo la opción de no cometer la infracción y por eso mismo le es reprochable. Con esta 
supresión el Código gana en coherencia, en nivel de realización de derechos y, si se puede decir, se 
aproxima a la Convención Sobre los Derechos del Niño. 


Es muy importante en este proyecto la incorporación de la llamada “tutela cautelar”, como 
medida cautelar. Como los señores Senadores sabrán, en el proceso por infracciones de adolescentes 
existe una audiencia preliminar en la cual se pueden disponer o no, medidas cautelares para asegurar 
el resultado del juicio. Dichas medidas, tal cual están previstas en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, conforman un programa demasiado estricto e inflexible para que los jueces lo apliquen y 
lo generalicen. Con esta incorporación, que se denomina en este proyecto “tutela cautelar”, se da a los 
jueces una opción para dirimir el juicio sin necesidad de recurrir a la internación provisoria. Esto 
significa que puede tener un impacto cierto e importante en la disminución de la internación provisoria. 
Pero además, el Código de la Niñez y la Adolescencia, a partir de su vigencia ha ocasionado un 
impacto comprobado, porque hubo una caída vertical y, diría, vertiginosa, de las medidas no privativas 
de libertad. Como el juez al inicio, no tiene la posibilidad -o si la tiene es muy restingida- de disponer 
cautelas no privativas de la libertad, todos los procesos de libertad asistida y vigilada, se cayeron y se 
precipitaron a tierra. Entonces, es importante políticamente recuperar esa posibilidad y, esta idea de la 
tutela cautelar, puede ser un instrumento que permita trabajar con muchos muchachos, sin privarlos de 
libertad pero haciéndolos concurrir a la audiencia junto a sus familiares. 


Me extiendo en este documento acerca de otros aspectos que, si bien no es necesario volver 
sobre ellos, creo que se trata de una iniciativa muy estimable y adecuada del Poder Ejecutivo. 


A mi juicio, el Mensaje del Poder Ejecutivo tiene estas cuestiones valorables y positivas pero 
por otra parte también desarrolla una estrategia de ampliación del marco de la responsabilidad penal 
juvenil. Fundamentalmente, esto último pasa por criminalizar la tentativa y la complicidad fuera del 
límite que el Código de la Niñez y la Adolescencia le había impuesto, es decir, cuando las redujo a las 
infracciones gravísimas. En doctrina es discutible si se criminaliza la tentativa en el caso de los 
jóvenes, porque quienes conocen su particular psicología dicen que están desarrollando a través de su 
actuación -y esta palabra tiene profundas connotaciones en psicología- su trámite con la realidad, 
están negociando sus riesgos, etcétera. Por tanto, desde ese punto de vista y en orden a aquel 
principio de especificidad que mencionaba, se discute en doctrina si se criminaliza o no la tentativa. El 
Código de la Niñez y la Adolescencia llegó a una especie de transacción ya que redujo la 
criminalización de la tentativa a los casos de infracciones gravísimas que, a nuestro juicio, debería 
mantenerse. 


Lo mismo ocurre con la complicidad ya que es una participación menor en un delito. Además, 
hay que destacar que los jóvenes siempre actúan en grupo, tanto cuando se divierten como cuando 
cometen infracciones. Son excepcionales las infracciones individuales, por lo menos, las que se 
registran. En consecuencia, en orden al principio de interés superior, parecería importante mantener la 
política del Código de la Niñez y la Adolescencia y delimitar la intervención punitiva sobre la 
complicidad al caso de las infracciones gravísimas. 


Parece conveniente la supresión que se hace en este proyecto del Poder Ejecutivo del 
numeral 10) del artículo 72. Como ustedes sabrán, este artículo enumera las infracciones gravísimas y 
en el numeral 10) coloca, con rango de infracción gravísima, la tentativa de dichas infracciones. Este es 
un contrasentido y, en alguna medida, el proyecto del Poder Ejecutivo lo depura. En este documento 
que les voy a entregar, me extiendo sobre algunas cuestiones doctrinarias al respecto. 


Uno de los puntos más importantes y delicados de este proyecto son las modificaciones que 
se proponen para el artículo 76, numeral 1), literales A) y f). Esta disposición es una especie de artículo 
ómnibus de este Código, que no sólo es largísimo, sino que trata un abanico de temas muy 
heterogéneo y, de ahí, esta curiosa denominación para individualizar la modificación al artículo 76, 1), 
A), f) del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


El proyecto del Poder Ejecutivo amplía el plazo -que hoy el Código de la Niñez y la 
Adolescencia restringe a 12 horas- a 24 horas, es decir, conforme con el régimen actual, el instituto 
policial debe poner a disposición de la Justicia, dentro de las 12 horas de ocurrida la detención, al joven 
o, en su defecto, remitirlo a una institución que, en este caso, es el Instituto Nacional del Niño 
Adolescente. El proyecto de ley expresa que la autoridad policial deberá poner al adolescente en 
presencia del Juez dentro del plazo máximo de 24 horas. Es decir que el plazo pasa de 12 horas a 24 
horas. Además, esta iniciativa transforma la naturaleza jurídica del plazo constitucional de 24 horas 
porque este plazo es el que tiene el Juez para tomar la declaración y no es el de la policía para poner a 
disposición del Juez. Entonces, este pasa a ser un plazo administrativo policial y no judicial. Además, 


puede llegar a haber cierta inconstitucionalidad, ya que si la policía dispone de un plazo máximo de 24 
horas para poner al joven en presencia del Juez -quien debe tomar la declaración dentro de las 24 
horas- puede darse la circunstancia que la policía cumpla el plazo pero el Magistrado no. Creo que 
este es un punto importante que, en alguna medida, desvirtúa la naturaleza del plazo constitucional. 
Desde mi punto de vista esta situación es una “marcha atrás” que también podría estar afectando al 
principio de no regresividad, que mencioné al comienzo de mi exposición. 


Por otra parte, este proyecto también establece algunas modificaciones al artículo 126 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, referido a la intervención policial en caso de derechos 
amenazados o vulnerados. Esta disposición en la práctica, por distintas razones en las que me 
extiendo en el documento, ha dado mucho que hablar y ha generado múltiples problemas. 


En realidad este proyecto del Poder Ejecutivo, profundiza aún más algunas de las objeciones 
que originariamente merecía el artículo 126 porque, en alguna medida, también aquí desplaza la 
intervención judicial hacia la policial. 


Esto es cuanto tengo para decir sobre el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Ahora -si 
dispongo de más tiempo- voy a referirme al proyecto de las señoras y señores Senadores. 


Este proyecto tiene como aspecto estimable y muy valioso, desde el punto de vista de la 
estrategia de la garantía penal juvenil, que vuelve a la estrategia descriminalizadora que se había 
asentado en el proyecto que tuvo media sanción en el año 1999. Aquí se establece que los delitos que 
tengan el mínimo previsto por debajo de un año o el máximo por debajo de tres años, quedan fuera del 
ámbito de la intervención punitivia sobre jóvenes. Es decir, se establece una gran descriminalización 
de tipos delictivos que hace que el universo de conducta delictiva reprochable a los mayores, se 
reduzca en forma muy importante. Si bien puede ser objetable el solo criterio de la magnitud punitiva 
para restringir el universo de delitos que debemos reprochar a los jóvenes, el producto final no está 
mal. 


Quiere decir que quedan afuera delitos que en los hechos no interesan porque sus penas no 
se aplican, pero ello permite corregir determinadas prácticas, como por ejemplo lo que está ocurriendo 
en los últimos tiempos en que se está criminalizando por delito de daño. En el Instituto Técnico de 
Rehabilitación Juvenil tenemos jóvenes recluidos por delito de daño, cuando en el caso de los adultos 
se castiga con una multa. Conforme a esta estrategia, delitos que por distintas razones políticas no es 
conveniente reprochar a los jóvenes -y la práctica no lo hace- quedan descriminalizados, y con ello el 
Código gana sistemáticamente, pues queda un universo de delitos fuera de la intervención punitiva, un 
segundo universo de delitos graves y otro de delitos gravísimos, lo que le da al Código una estructura 
más razonable que la que tiene hoy. A ello se suma, además, que la privación de libertad -como se 
sostiene en este proyecto- se restringe a los delitos gravísimos. 


Entiendo que se gana en niveles de realización de la Convención sobre los Derechos del Niño 
en la medida en que las respuestas se concentren realmente en las infracciones graves, y las 
respuestas más duras en las infracciones gravísimas. 


Hay un problema con los delitos culposos. Creo que el proyecto presentado por los señores 
Senadores ya mencionados avanza y mejora sensiblemente el Código de la Niñez y la Adolescencia al 
suprimir la referencia que el artículo 69 hacía a la “personalidad psicosocial del infractor” o a su 
“capacidad cognitiva”, y si bien lo responsabiliza directamente por delitos culposos, evita esas 
expresiones que son propias de una criminología positivista e inhabilitante del menor. De todas formas, 
queda en pie la cuestión de si políticamente es conveniente o no -por el principio de especificidad- 
reprochar a los jóvenes de infracciones por negligencia o imprudencia en la etapa en que, 
precisamente, están construyendo su diligencia y su prudencia. 


Este proyecto restringe la privación de libertad a las infracciones gravísimas y suprime la 
peligrosidad, lo cual coincide con el proyecto del Poder Ejecutivo y mejora los estándares de 
realización de la Convención. 


Esta iniciativa también mejora la redacción del artículo 126, sobre todo porque le quita al 
funcionario policial la obligatoriedad de detención, que estaba literalmente consagrada en el 
mencionado artículo del Código de la Niñez y la Adolescencia. Según el Código, si un policía se 
encuentra con un joven, un niño o un adolescente cuyos derechos se vean amenazados o violados, 
deberá detenerlo; este proyecto le da la alternativa, pero además lo cubre con un poco más de 
garantía. De todas formas, a nuestro juicio el artículo 126 sigue privilegiando la intervención policial en 
casos típicos de intervenciones sociales o de otro tenor, que no tienen por qué pasar por la fuerza 
policial. 


A grandes rasgos, estas son las ideas que quería trasmitir. Dejo este documento a la 
Comisión y quedo a las órdenes para intercambiar ideas. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo con el Mensaje del Poder Ejecutivo, sería suprimido el numeral 10) 
del artículo 72 del Código, que habla sobre la tentativa de las infracciones. 


SEÑOR URIARTE.- Así es. 


SEÑOR MICHELINI.- En las referencias, el segundo inciso del numeral 10) del artículo 72 dice: “En los 
casos violación no se tomará en cuenta la presunción del ejercicio de violencia”, y el inciso tercero 
expresa: “Las restantes son infracciones graves a la ley penal”. Si votamos el artículo 2% del Poder 
Ejecutivo, ¿estaríamos suprimiendo los tres incisos del numeral 10)? ¿Esto en que afecta? 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que puedo interpretar, el proyecto de ley solamente deroga 
el numeral 10). Los restantes incisos no pertenecen a dicho numeral. 


SEÑOR URIARTE.- En realidad, quedan otros dos incisos que no se derogan. Es más; el inciso final - 
que dice que “Las restantes son infracciones graves”- tiene sentido cuando hay tres tipos de delitos: 
unos que quedan fuera, otros que son graves y finalmente los que son gravísimos. En definitiva, eso no 
se deroga. 


Entiendo que desde el punto de vista teórico o dogmático eso está bien, porque ubica a la 
tentativa en el mismo rango de los delitos consumados. Sin embargo, esto introduce una discusión. 


El doctor Pesce Lavaggi, por ejemplo, interpreta que según este inciso décimo, sólo se 
castigan en los delitos gravísimos las tentativas de los casos mencionados en él. Repito que esta es la 
interpretación del doctor Pesce. No obstante, me parece importante la supresión del numeral 10), que 
por cierto no alcanza a los incisos siguientes del mismo artículo 72. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado agradece la presencia 
y la información que nos ha brindado el doctor Uriarte. 


(Se retira de Sala el Director del Instituto Técnico de Rehabilitación Juvenil, doctor Carlos 
Uriarte) 


(Ingresa a Sala la Asistente del Programa de Abuso Sexual y Explotación de UNICEF, 
asistente social Alejandra Saravia.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado da la bienvenida a la 
asistente social Alejandra Saravia, Asistente del programa de Abuso Sexual y Explotación de UNICEF, 
a quien esta Comisión le ha cursado una invitación a efectos de que exponga su opinión sobre los 
proyectos de ley relativos a las infracciones a la ley penal y al proceso de detención policial. 


SEÑORA SARAVIA.- Antes que nada quiero agradecer la invitación de la Comisión y decir que es un 
honor para mí poder comentar este proyecto de reforma, sobre todo porque refiere a un tema de 
tratamiento complejo y de alta vulneración de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes, 
como es el maltrato y el abuso sexual, que constituye mi especialidad. 


Me llamo Alejandra Saravia, soy asistente social, trabajo en UNICEF en el área de 
protección, especificamente en lo que refiere a maltrato y abuso sexual infantil, y mis comentarios van 
a ir desde ese lugar, es decir desde mi profesión y desde la institución donde trabajo. 


En términos generales, el proyecto de reforma apunta a evitar un mal que, desde nuestro 
punto de vista, es evitable: la revictimización o victimización secundaria. No quedan dudas de los 
daños y de las consecuencias que las situaciones de maltrato y abuso sexual generan en la vida de un 
niño, principalmente cuando éste es perpetrado por su familia. Pero, ¡qué triste es cuando las 
instituciones que deberían protegerlos de estos sufrimientos generan un daño aún mayor que el del 
propio abuso o maltrato! 


La Convención sobre los Derechos del Niño, además de expresar en sus artículos 19 y 34 el 
deber de los Estados de proteger a los niños frente a toda forma de maltrato, abuso o explotación, 
establece en su artículo 39 que la recuperación física y psicológica del niño ante cualquiera de estas 
situaciones debe realizarse en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad 
del niño. Basados en este derecho, que podríamos llamar derecho a la no revictimización o derecho a 
una recuperación digna, existen algunos servicios impulsados desde el Estado y la sociedad civil a 
efectos de garantizárselo. Parte de los esfuerzos que realizan tienen que ver con sostener y apoyar al 
niño en el momento de la denuncia. Una vez que se inicia el procedimiento judicial, estos esfuerzos se 
ven limitados y esto se debe a la inexistencia de normativa que especifique los derechos de los niños 
víctimas de maltrato y abuso sexual en el sistema de justicia. 


Si bien el nuevo Código del Niño y el Adolescente establece que en los casos de maltrato y 
abuso sexual se debe evitar, ante todo, la revictimización y determina algunas medidas a tales efectos, 
como el patrocinio legal y la participación de los niños en las disposiciones judiciales, éstas no son 
suficientes ni son lo suficientemente claras para quienes tienen que aplicarlas. 


El maltrato y el abuso sexual son temas tan complejos que requieren un procedimiento legal 
específico, claro y articulado si se pretende evitar la revictimización del niño y con ella la impunidad del 
agresor. Muchas veces, cuando un niño es revictimizado, puede retractarse y eso lleva a la impunidad 
del agresor. 


Sin esta especificidad en el procedimiento, hoy las víctimas, sus familias y los técnicos de los 
servicios que trabajan en el tema, dependen de la sensibilidad y la capacitación de los magistrados y 
funcionarios para que no se lesione la dignidad del niño y que la situación no sea más traumática para 
él de lo que inicialmente era. 


Por su parte, los magistrados y funcionarios deben entonces contar con procedimientos claros 
para actuar, no cargándoselos con la responsabilidad de discernir sobre situaciones tan complejas 
sobre la base de su sensibilidad o su sentido común. 


Se puede decir, entonces, que las modificaciones del presente proyecto de reforma apuntan a 
lo anterior. 


A continuación voy a analizar cada uno de los artículos. 


El artículo 1* del proyecto de reforma realiza una primera diferenciación respecto a la situación 
de derechos vulnerados, ya sea a terceros o por maltrato y abuso sexual. Como se mencionó, el 
procedimiento para los casos de maltrato y abuso sexual debe ser diferente y debe tener en cuenta los 
sentimientos que este tipo de situaciones genera en los niños y adolescentes: desconfianza en el 
mundo adulto, vergúenza, culpa por lo que sucedió y por las consecuencias de la denuncia, por 
nombrar solamente algunas. 


El artículo 2* establece que no es necesario que la policía lleve al niño en presencia del Juez 
competente en el momento en que toma conocimiento de una situación de vulneración de derechos. 
Como se mencionó, existen diferencias en la naturaleza de las situaciones de vulneración de derechos 
de terceros y de derechos vulnerados, y la policía debería tenerlo claro. Con la gravedad de algunas 
situaciones -principalmente pensando en la presencia de pruebas físicas, como golpes y quemaduras, 
-entre otras- el Juez, al tomar conocimiento telefónico, puede promover que la denuncia se realice de 
inmediato en una sede judicial penal y optimizar el resultado del proceso. 


El artículo 3* propone incorporar en la definición, la expresión “violencia sexual” en lugar de 
“abuso sexual”, ya que la primera abarca al segundo y todo lo referente a la protección sexual 
comercial, como la prostitución, la trata y la pornografía. Si se mantuviera la expresión “abuso sexual”, 
sería necesario incorporar sus dos acepciones: abuso sexual comercial y no comercial. 


El artículo 4% del presente proyecto de reforma enfatiza la designación de un defensor del 
niño para las situaciones de maltrato y violencia sexual, y establece, asimismo, el seguimiento del 
procedimiento fijado en la ley sobre violencia doméstica -tales como los plazos para las audiencias y 
los informes técnicos- haciendo especial énfasis en la necesidad de medidas de protección para niños 
y adolescentes que han vivido situaciones de maltrato o violencia sexual. Éstas no figuran en la Ley N* 
17.514 ya que están pensadas específicamente para mujeres y eventualmente para sus hijos, pero no 
para los niños como principales víctimas de las situaciones de maltrato y abuso. 


Si bien en el Código de la Niñez y la Adolescencia se establece la no revictimización, no se 
indica cómo evitarla. En consecuencia, el artículo 5% propone una serie de derechos que deben 
garantizarse a efectos de evitar la revictimización en situaciones de maltrato y violencia sexual. Estos 
derechos consideran la particularidad de la situación del niño, sus sentimientos y sus vivencias, y están 
basados en las recomendaciones del Protocolo Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño, 
relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en pornografía. 


Por su parte, el artículo 6” refiere a la intervención policial y a su limitación para tomar 
declaración al niño. Con esto se pretende evitar la posibilidad de realizarle varias declaraciones al niño 
sobre el mismo tema y por diferentes personas. Este proyecto de reforma busca que la declaración que 
se le tome al niño sea en compañía de su abogado defensor y únicamente cuando es fundamental. 


El artículo 7” define estas medidas cautelares propias para los niños, niñas y adolescentes 
víctimas de maltrato y abuso sexual, es decir, las contenidas en la ley sobre violencia doméstica pero 
que, en este caso, están pensadas para los niños. 


Voy a destacar las más significativas. 


Por un lado, el retiro del presunto agresor de la residencia común. Hoy, en la práctica, se sigue 
retirando al niño del hogar e internándolo en instituciones a tales fines, contrario a lo que promueve la 
Convención de los Derechos del Niño y el propio Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Otra medida consiste en prohibir al presunto agresor o abusador, de comunicarse, 
relacionarse, entrevistarse u otra conducta similar, con la víctima o denunciantes del hecho. 
Generalmente, el poder de la amenaza y los sentimientos contradictorios han estado presentes mucho 
tiempo en el vínculo del niño con el agresor. El contacto con él puede llevar al niño a la retractación y, 
por supuesto, a la impunidad del agresor. 


También se propone decretar provisoriamente alimentos respecto de quienes estén obligados 
a ello. Las necesidades económicas nunca deberían incidir en los procesos judiciales. Muchas veces 
sucede que las madres de los niños -quienes también son víctimas de maltrato y abuso por parte del 
padre, por ejemplo- pueden verse expuestas a retractarse o a incidir en la retractación del niño por 
priorizar estas necesidades alimenticias. 


Por otra parte, se plantea otorgar la tenencia provisoria a familiares cercanos y otras personas 
de su confianza. Desde luego, antes debe preguntarse al niño quién sugiere que sea esa persona. En 
cuanto a la internación provisoria en un organismo oficial u organización no gubernamental de 


protección del niño y el adolescente, se enfatiza que es como una última opción, al igual que la 
asignación provisoria de una familia sustituta; ambas medidas van en función de la gravedad del caso y 
de las posibilidades del núcleo cercano del niño. Otra medida refiere a la atención terapéutica del niño 
y del adolescente en una institución especializada, respetando la identidad del niño y la de los 
denunciantes. Esto es necesario una vez finalizado el proceso judicial para restituir los derechos del 
niño que han sido vulnerados, recuperar su autoestima, para no culpabilizarlo por lo que sucedió, 
redimensionar su universo simbólico respecto a sus afectos y construir un proyecto de vida en el nuevo 
escenario en el que se encuentra. 


Por su parte, el artículo 8% del presente proyecto de reforma establece que las medidas de 
protección no son específicas y que pueden considerarse, además, aquellas que se encuentran en la 
Ley de Violencia Doméstica. Por ejemplo, seleccionar una batería de medidas de ambas leyes 
resultaría apropiado para los casos en los cuales la madre y el niño son víctimas de la violencia del 
padre o del compañero de la madre. 


En cuanto a los artículos 9%, 10, 11, 12 y 13, que refieren a las declaraciones e instancias 
indagatorias, cabe señalar que establecen que el niño realice una declaración de lo sucedido sólo si él 
manifiesta el deseo de hacerlo o si resulta totalmente indispensable. Para el resto del proceso, las 
indagatorias física y forense oficiarán de pericia y, junto con los técnicos y el defensor del niño, serán 
parte del mismo. Se establece, además, la necesidad de realizar una sola indagatoria física al niño y su 
derecho a decir que no, si no desea que se le realice otra. Una de las grandes críticas de los 
defensores de los derechos humanos a los sistemas de justicia en materia procesal, es la exacerbada 
cantidad de entrevistas a los niños respecto de la situación que han vivido. Esto genera en el niño la 
sensación de desconfianza en cuanto a su relato, culpa por la situación de maltrato o abuso y 
retractación respecto a la denuncia. 


El artículo 14 establece la posibilidad de que la familia -es decir, el núcleo familiar con el cual 
quedó viviendo el niño, sin el agresor- realice un tratamiento terapéutico de restitución de derechos, 
dado que todos han sido víctimas del eventual maltrato o abuso. 


A su vez, el artículo 15 prohíbe el careo del niño o de testigos con el agresor. Es una medida 
fundamental porque el careo puede llevar al niño al miedo o, en el peor de los casos, al dolor por haber 
“traicionado” a su progenitor. En los casos de abuso sexual, por ejemplo, pudieron haber pasado años 
para que el niño percibiera que lo que su padre mantenía con él no era una muestra de cariño sino una 
vulneración de sus derechos. Independientemente de las posibilidades de retractación que se pueden 
dar a partir del careo, al niño le generará dolor, confusión y trauma. 


Por otro lado, el artículo 16 del presente proyecto de reforma refiere al Consejo Nacional 
Consultivo de Lucha Contra la Violencia Doméstica como organismo receptor de denuncias y 
coordinador de servicios. Quiero comentar que hoy en día existe el Comité Nacional para la 
Erradicación de la Explotación Sexual Comercial y No Comercial de la Niñez y la Adolescencia, el cual 
podría prestar esa función respecto a la violencia sexual hacia los niños. 


Los procedimientos claros y específicos respecto a situaciones de maltrato y de abuso sexual 
son necesarios en todas las instituciones. Por ejemplo, en este momento se está realizando uno en 
Educación Primaria y la idea es armar un sistema integrado que pueda, a partir de ese protocolo, 
generar otros mapas de ruta -a nivel de la salud o del propio INAU- para atender adecuadamente estas 
situaciones. No obstante, se advierte que para el sistema de justicia esto solamente puede ser posible 
a través de la reforma de un Código. 


SEÑOR MICHELINI.- Más allá del informe brindado por la asistente social, señora Saravia, sería bueno 
que nos hiciera llegar propuestas de redacción alternativas sobre algunos artículos como, por ejemplo, 
para el 3”. De ese modo, a la hora de evaluar, esta Comisión podrá contar con los textos que hagan a 
los fundamentos que recién se nos han expuesto. 


Con respecto al artículo 3% me pareció que había alguna diferencia y que podría darse la 
situación de una explotación sexual no comercial, que podría estar excluida de esa norma. Como se 
debe ser muy precioso en esta materia, insisto en que si hay redacciones alternativas -la señora 


Saravia ha apoyado otros artículos porque considera que van por una buena dirección- sería bueno 
que se remitieran a la Secretaría, incluso por “e-mail”, a fin de que se nos repartieran. 


SEÑORA SARAVIA.- Lo que entendí de esa nueva formulación es que el concepto de violencia sexual 
abarca lo que es abuso sexual intrafamiliar o extrafamiliar y la explotación sexual comercial, como ser, 
la prostitución. Hay diferentes nomenclaturas y considero que la de violencia sexual es la más amplia y 
la que abarca todas esas situaciones. En el Código se habla de “abuso sexual” únicamente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Mi pensamiento va en la misma línea que plantea el señor Senador Michelini, 
por lo que me gustaría saber si se considera bueno incorporar en el último artículo la presencia o el 
seguimiento del Comité de Erradicación del Trabajo Infantil. 


SEÑORA SARAVIA.- Con el CETI estamos por comenzar un proceso de diálogo. UNICEF conforma 
tanto el Comité Nacional para la Erradicación de la Explotación Sexual Comercial y No Comercial de la 
Niñez y la Adolescencia y el CETI. Como dije, todavía no iniciamos un diálogo para saber en qué 
puntos nos estamos tocando con respecto al tema de la prostitución. Desde mi punto de vista personal 
tengo dudas en cuanto a que sean muchos los Comités que están en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a la asistente social Saravia su informe y, desde ya, 
adelanta que lo tendrá presente. 


No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 39 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


